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PREÁMBULO 

 
I 

 
El presente real decreto-ley aborda, como cuestión urgente y prioritaria, la revalorización de las 
pensiones y otras prestaciones públicas en el año 2019 de acuerdo con el Índice de Precios al 
Consumo previsto (IPC). Tal previsión se complementa, por una parte, con la previsión de revalorizar 
el importe de dichas prestaciones con el incremento del 1,6 por ciento respecto del importe que 
habrían tenido en 2018 si se hubieran revalorizado en el mismo porcentaje que el valor medio de la 
variación porcentual interanual del Índice de Precios al Consumo de cada uno de los meses desde 
diciembre de 2017 hasta noviembre de 2018, expresado con un decimal, que en 2018 es del 1,7 por 
ciento. Garantizar la revalorización de las pensiones públicas para mantener su poder adquisitivo se 
considera una medida de extraordinaria y urgente necesidad, tal como exige el artículo 86 de la 
Constitución, que debe abordarse en cualquier caso, sin esperar a que se pueda aprobar la Ley de 
Presupuestos Generales del Estado para 2019, ya que de aplicarse la fórmula de revalorización 
establecida en el artículo 58 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, y en el artículo 27 de la Ley de Clases 
Pasivas del Estado, aprobado por Real Decreto Legislativo 670/1987, de 30 de abril, las pensiones 
públicas solo podrían incrementarse para 2019 el 0,25 por ciento, con el consiguiente perjuicio para 
los pensionistas. 
 
Por tanto, en 2019, la revalorización de las pensiones se realizará de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 1 del presente real decreto-ley, no siendo de aplicación lo dispuesto en los artículos 58 del 
texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, y 27 del texto refundido de la Ley de Clases 
Pasivas del Estado. Como se dispone en la disposición adicional primera, en el plazo de seis meses, 
el Gobierno adoptará las medidas necesarias para modificar los artículos citados y establecer, en el 
marco del diálogo social y de acuerdo con las recomendaciones de la Comisión de Seguimiento y 
Evaluación de los Acuerdos del Pacto de Toledo, un mecanismo de revalorización de las pensiones 
que garantice el mantenimiento de su poder adquisitivo preservando la sostenibilidad social y 
financiera del sistema de Seguridad Social. 
 
Como complemento a este título primero se añaden los anexos I y II, recogiéndose en el anexo I las 
cuantías mínimas de pensión, límites y otras pensiones públicas para el año 2019, mientras que en el 
anexo II se recogen las cuantías para el año 2018. Resulta imprescindible detallar las cuantías 
de 2018 puesto que las cuantías mínimas de pensión no tienen la consideración de pensiones, sino 
importes no consolidables a garantizar a los pensionistas que cumplen unos determinados requisitos 
de rentas. Por ello, lo que se revalorizan son las pensiones que tiene reconocidas cada pensionista y 
posteriormente, si se cumplen los requisitos establecidos, se reconoce un complemento a mínimo 
hasta alcanzar la cuantía mínima correspondiente. El complemento no es consolidable. Este hecho 
determina la necesidad de establecer una tabla de cuantías mínimas, cuantías que se incrementan 
anualmente con arreglo a un porcentaje previamente establecido legalmente. En el año 2018 estuvo 
vigente una tabla de cuantías mínimas que se ha de sustituir por esta nueva tabla con el objetivo de 
mantener la diferencia de poder adquisitivo que se reconoció en 2018. 
 

II 
 
El reto derivado no solamente del mantenimiento en sus actuales términos del nivel de protección 
alcanzado por nuestro sistema de Seguridad Social, sino también del incremento en la intensidad de 
protección que mediante la presente norma se articula, motiva la extraordinaria y urgente necesidad 
de adoptar medidas tendentes a incrementar en nivel de ingresos del sistema al objeto de soportar el 
incremento de gasto que ello supone, reforzando a tal efecto su necesario equilibrio financiero. 
 
Debe tenerse en cuenta, como un ejemplo de estas mejoras, que con las medidas ahora 
implementadas se van a revalorizar las pensiones públicas en mayor cuantía que la que habría 
correspondido de conformidad con la normativa en vigor. 
 
Por otro lado, fruto del diálogo social con los representantes de los diversos colectivos de 
trabajadores autónomos, se acometen una serie de reformas de calado que van a afectar a este 
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colectivo, de tal modo que, con efectos de 1 de enero de 2019 se va a incrementar el ámbito de 
protección del Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o 
Autónomos, al incorporar de modo obligatorio la totalidad de las contingencias que hasta el momento 
tenían carácter voluntario, como la protección por cese de actividad y las contingencias profesionales. 
 
A su vez, se mejora la intensidad de alguna de estas coberturas, como la relativa a la protección por 
cese de actividad, en la que se duplica el período de percepción de su abono respecto del previsto en 
la actualidad, o se hace a cargo de dicha modalidad de protección el abono de la cotización por todas 
las contingencias del trabajador por cuenta propia a partir del día 61 de incapacidad temporal con 
derecho a prestación económica. 
 
Sin pretender agotar en este análisis el elenco de medidas que la norma incorpora y que suponen 
una mejora del ámbito protector del sistema, debe mencionarse la extensión a los trabajadores por 
cuenta propia agraria de los beneficios en la cotización de la tarifa plana de los trabajadores 
autónomos establecidos en los artículos 31 y 32 de la Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del 
trabajo autónomo, creándose a tal efecto los nuevos artículos 31 bis y 32 bis en dicha norma legal. 
 
Sin embargo, la falta de aprobación de la Ley de Presupuestos para el año 2019, va a determinar la 
prórroga automática de los Presupuestos del presente ejercicio hasta la aprobación de los 
correspondientes al año que viene, en aplicación de la previsión contenida en el artículo 134.4 de la 
Constitución Española, lo que motiva la extraordinaria y urgente necesidad de abordar mediante real 
decreto-ley el incremento del tope máximo y de las bases máximas y mínimas de cotización de los 
diferentes regímenes del sistema, así como la fijación de los nuevos tipos de cotización en los casos 
en que lo exijan las modificaciones apuntadas, al objeto de soportar el incremento de gasto que 
implica la mejora del ámbito protector que esta norma supone, y con el fin de asegurar la viabilidad 
financiera del sistema de la Seguridad Social ante su situación de déficit y en aplicación del principio 
de solidaridad en que dicho sistema se fundamenta, al amparo del artículo 2.1 del texto refundido de 
la Ley General de la Seguridad Social. 
 
En este sentido, debe destacarse el incremento en un 7 por ciento del tope máximo de cotización en 
la Seguridad Social y del incremento de las bases mínimas de cotización en el porcentaje 
experimentado para el año 2019 por el Salario Mínimo Interprofesional, en el entorno de un 22 por 
ciento. Traslación que no se ha efectuado en su integridad al colectivo de trabajadores autónomos, 
cuyas bases mínimas se incrementan en un 1,25 por ciento, lo que está justificado por los acuerdos a 
los que se ha llegado en este sentido con las entidades más representativas del sector en tanto se 
procede a modificar de modo sustancial la forma en que se determina la cotización en este régimen 
especial de la Seguridad Social, que se efectúa en función de las bases elegidas por los interesados 
y que, tras la anunciada modificación, va a estar determinada por el importe de los ingresos realmente 
percibidos, en concordancia con lo previsto al efecto en el Régimen General de la Seguridad Social. 
La necesidad por tanto de reforzar la estabilidad y solidez financiera del sistema ante los retos a los 
que se enfrenta, y abordar las importantes mejoras descritas en el ámbito protector, son 
circunstancias que justifican la extraordinaria y urgente necesidad que exige el artículo 86 de la 
Constitución para aprobar el incremento del tope máximo de cotización y de las bases máximas y 
mínimas de cotización de los diferentes regímenes del sistema, así como la fijación de los tipos de 
cotización mediante el presente real decreto-ley. 

 
III 

 
De otra parte, la necesidad de luchar contra la precariedad en el empleo, y más concretamente contra 
el abuso en la celebración de contratos temporales de corta duración, requiere la adopción de 
medidas urgentes, ya que se ha detectado un importante incremento en este tipo de contratación en 
los últimos años y, por ello, desde la perspectiva de Seguridad Social, se pretende, por un lado 
equiparar la protección social de los trabajadores que suscriben este tipo de contratos con quienes 
han podido suscribir un contrato de trabajo con una duración más amplia, y por otro incrementar las 
cotizaciones en estos contratos como medida disuasoria para el empresario. 
 
A tal efecto, se modifica el artículo 151 de la Ley General de la Seguridad Social con el objetivo de 
elevar el incremento en la cotización por la celebración de este tipo de contratos hasta el 40 por 
ciento. 
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Esta medida va a tener una incidencia positiva en los ingresos del sistema de la Seguridad Social, ya 
que implicará una mayor recaudación, a la vez que puede ser desincentivadora para que el 
empresario recurra a este tipo de contratos. Este incremento de ingresos justifica también la adopción 
de esta medida mediante un real decreto-ley, ya que el importante déficit que mantiene el sistema de 
la Seguridad Social requiere la aprobación de medidas urgentes que incrementen la recaudación. 
 
A su vez, este incremento en la cotización va ligado a una mejora de la protección social de estos 
trabajadores, mediante la introducción de un nuevo artículo 249 bis en la citada norma, para aplicar a 
los días efectivamente trabajados y cotizados un «coeficiente de temporalidad», que se corresponde 
con el incremento en la cotización antes señalado, y que permite al trabajador reunir un mayor 
número de días en alta para el acceso a las prestaciones del sistema de la Seguridad Social. 
 
(…) 
 

V 
Las medidas relativas a Seguridad Social contenidas en el título I se completan con las contempladas 
en diversas disposiciones de la parte final de este real decreto-ley. 
 
(…) 
 
La aprobación de la disposición adicional tercera resulta indispensable y de extraordinaria y urgente 
necesidad para la sostenibilidad financiera del sistema de Seguridad Social, por cuanto suspende 
para las cotizaciones que se generen durante el año 2019 el sistema de reducción de las cotizaciones 
por contingencias profesionales por disminución de la siniestralidad laboral, a las empresas que 
hayan disminuido de manera considerable la siniestralidad laboral, regulada en el Real 
Decreto 231/2017, de 10 de marzo, una vez comprobadas las distorsiones y desproporcionada 
disminución de ingresos que las modificaciones introducidas por dicho real decreto generan respecto 
de la cotización por contingencias profesionales. Además, durante el año 2019 se procederá a la 
reforma del real decreto antes citado. 
 
(…) 
 
Advertido que la actividad consistente en participar en programas de formación, la realización de 
prácticas no laborales en empresas y la realización prácticas académicas externas al amparo de la 
respectiva regulación legal y reglamentaria no daba lugar a la inclusión en el sistema de la Seguridad 
Social de las personas que participan en dichos programas y realizan esas prácticas, la disposición 
adicional quinta determina su inclusión en el mismo, dentro del Régimen General de la Seguridad 
Social, como asimiladas a trabajadores por cuenta ajena, para poner fin a su situación de 
desprotección, lo que justifica su aprobación por razones de extraordinaria y urgente necesidad. 
 
Por último, la disposición adicional sexta establece las especialidades en materia de cotización en 
relación con el anticipo de la edad de jubilación de los miembros del Cuerpo de la Ertzaintza, 
incrementando a partir del 1 de enero de 2019 el tipo de cotización adicional establecido a ese objeto 
al 9,90 por ciento. No proceder a dicho incremento supondría un perjuicio para las cuentas del 
sistema, lo que unido a la exigencia de compensar los incrementos de gasto que producen las 
medidas sociales que establece este real decreto-ley, hace que la aprobación de esta disposición se 
justifique por razones de extraordinaria y urgente necesidad. 
 

VI 
 
El título II del real decreto-ley y varias disposiciones de la parte final introducen diversas medidas 
urgentes en materia laboral y de empleo. 
 
(…) 
 
El real decreto-ley contiene asimismo dos disposiciones en relación con el salario mínimo 
interprofesional. Dado que el salario mínimo interprofesional se incrementará en 2019 en un 22,3 por 
ciento respecto de la cuantía vigente en 2018, resulta necesario introducir, por un lado, reglas 



Real Decreto-ley 28/2018, de 28 de diciembre 
 

6 

específicas de afectación en los convenios colectivos que lo utilizan como referencia para determinar 
la cuantía o el incremento del salario base o de complementos salariales; y por otro lado, una 
habilitación legal que dé cobertura a disposiciones reglamentaria dirigidas a desvincular de dicho 
incremento las normas no estatales y los negocios jurídicos de naturaleza privada vigentes en el 
momento de entrada en vigor de este incremento. Al mismo tiempo, puesto que este aumento del 
salario mínimo entrará en vigor el 1 de enero de 2019, la introducción de estas dos disposiciones 
resulta de extraordinaria y urgente necesidad. 
 
Dentro del bloque de los posibles contenidos convencionales, se prevé una medida adecuada para 
restablecer el papel protagonista de la negociación colectiva y la mayor libertad de los sujetos 
negociadores. La misma consiste en reinstaurar la capacidad de los convenios colectivos de 
establecer jubilaciones obligatorias por edad, recuperando un instrumento conocido en nuestra 
legislación laboral que se estima idónea para favorecer objetivos de política de empleo en las 
empresas. En este sentido, la disposición permitirá el rejuvenecimiento de plantillas, dado que los 
contratos extinguidos serán reemplazados, en ciertas condiciones legales, por nuevas contrataciones 
de desempleados o por transformaciones de temporales en indefinidos o de trabajadores contratados 
a tiempo parcial por contrataciones a tiempo completo. Esto es, no se trata de una posibilidad 
indiscriminada, sino de reconocer una capacidad convencional sometida a condiciones de política de 
empleo en las empresas o sectores que asumieran tal estrategia. 
 
En el IV Acuerdo para el Empleo y la Negociación Colectiva, suscrito por las asociaciones 
empresariales CEOE y CEPYME y las organizaciones sindicales UGT y CC.OO. el 5 de julio de 2018, 
las organizaciones firmantes instaron a la Administración laboral a promover los cambios legales 
necesarios para habilitar a la negociación colectiva a prever cláusulas de jubilación obligatoria por 
edad ligadas a objetivos de política de empleo y relevo generacional. Sin perjuicio de reconocer 
legalmente con carácter general el carácter voluntario para el trabajador del acceso a la jubilación 
cumplidos los requisitos necesarios, se ha considerado oportuno permitir que la negociación colectiva 
disponga de esta causa de extinción del contrato de trabajo por cumplimiento de la edad legal de 
jubilación, en las condiciones referidas, actuando el régimen legal como subsidiario de las previsiones 
establecidas en convenio colectivo. Se trata, además, de una propuesta debatida y acordada con los 
interlocutores sociales en la Mesa de Diálogo Social por el Empleo. 
 
(…) 
 

VII 
 
En relación con el empleo del real decreto-ley como instrumento para la introducción de estas 
modificaciones en el ordenamiento, se deben tener en cuenta dos aspectos referidos a las materias 
vedadas a este instrumento normativo y a la concurrencia de los presupuestos habilitantes que 
justifican la utilización de esta clase de norma. En relación con los primeros, como señala el 
artículo 86.1 de nuestra Constitución, los reales decretos-leyes «no podrán afectar al ordenamiento 
de las instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos 
regulados en el título I, al régimen de las Comunidades Autónomas ni al Derecho electoral general». 
En el caso del presente real decreto-ley no se realiza afectación alguna a cualquiera de estas 
materias. 
 
En relación con la concurrencia de los presupuestos habilitantes de extraordinaria y urgente 
necesidad, debe tenerse en cuenta la doctrina de nuestro Tribunal Constitucional, resumida en el 
Fundamento Jurídico IV de la Sentencia 61/2018, de 7 de junio de 2018. Conforme a la misma, se 
requieren, por un lado, «la presentación explícita y razonada de los motivos que han sido tenidos en 
cuenta por el Gobierno en su aprobación», es decir, lo que ha venido en denominarse, la situación de 
urgencia; y, por otro, «la existencia de una necesaria conexión entre la situación de urgencia definida 
y la medida concreta adoptada para subvenir a ella». Como señala el Tribunal Constitucional, 
generalmente «se ha venido admitiendo el uso del decreto-ley en situaciones que se han calificado 
como «coyunturas económicas problemáticas», para cuyo tratamiento representa un instrumento 
constitucionalmente lícito, en tanto que pertinente y adecuado para la consecución del fin que justifica 
la legislación de urgencia, que no es otro que subvenir a «situaciones concretas de los objetivos 
gubernamentales que por razones difíciles de prever requieran una acción normativa inmediata en un 
plazo más breve que el requerido por la vía normal o por el procedimiento de urgencia para la 
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tramitación parlamentaria de las leyes» (SSTC 31/2011, de 17 de marzo, FJ 4; 137/2011, de 14 de 
septiembre, FJ 6, y 100/2012, de 8 de mayo, FJ 8). Finalmente, también se debe advertir que el 
hecho de que se considere una reforma estructural no impide, por sí sola, la utilización de la figura del 
decreto-ley, pues el posible carácter estructural del problema que se pretende atajar no excluye que 
dicho problema pueda convertirse en un momento dado en un supuesto de extraordinaria y urgente 
necesidad, que justifique la aprobación de un decreto-ley, lo que deberá ser determinado atendiendo 
a las circunstancias concurrentes en cada caso (STC 137/2011, FJ 6; reiterado en SSTC 183/2014, 
FJ 5; 47/2015, FJ 5, y 139/2016, FJ 3)». 
 
Este real decreto-ley se adecua, igualmente, a los principios de buena regulación establecidos en el 
artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, toda vez que el principio de necesidad ha quedado sobradamente 
justificado «supra». 
 
En lo que concierne a los principios de seguridad jurídica, proporcionalidad y eficacia, debe 
destacarse que la modificación se limita estrictamente a abordar de forma puntual, precisa y clara 
este aspecto, mediante la mejor alternativa posible, la aprobación de un real decreto-ley, dado el 
rango legal exigible y la urgente necesidad ya referida. En cuanto al principio de transparencia, dado 
que se trata de un real decreto-ley, su tramitación se encuentra exenta de consulta pública previa y 
de los trámites de audiencia e información públicas. Finalmente, respecto del principio de eficiencia, 
este real decreto-ley no impone cargas administrativas. 
 
En su virtud, en uso de la autorización concedida en el artículo 86 de la Constitución, a propuesta de 
la Ministra de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social y previa deliberación del Consejo de Ministros 
en su reunión del día 28 de diciembre de 2018, 
 

DISPONGO: 
 
(…) 
 

TÍTULO I. REVALORIZACIÓN DE PENSIONES PÚBLICAS Y OTRAS MEDIDAS DE ORDEN 
SOCIAL 

 
(…) 
 

CAPÍTULO II. DE LA COTIZACIÓN A LA SEGURIDAD SOCIAL 
 
Artículo 3. Actualización del tope máximo y de las bases máximas de cotización en el sistema 
de la Seguridad Social 
 
Durante el año 2019, la cuantía del tope máximo de la base de cotización a la Seguridad Social en 
aquellos regímenes que lo tengan establecido y de las bases máximas de cotización aplicables en 
cada uno de ellos, se establece en 4.070,10 euros mensuales. 
 
(…) 
 

TÍTULO II. MEDIDAS EN MATERIA LABORAL Y DE EMPLEO 
 
(…) 
 
Artículo 12. Reglas de afectación de las cuantías del salario mínimo interprofesional a los 
convenios colectivos que utilicen el salario mínimo interprofesional como referencia para 
determinar la cuantía o el incremento del salario base o de complementos salariales 
 
1. Dado el carácter excepcional del incremento establecido por el real decreto 1462/2018, de 21 de 
diciembre, por el que se fija el salario mínimo para 2019, las nuevas cuantías del salario mínimo 
interprofesional que se establecen no serán de aplicación a los convenios colectivos vigentes a fecha 
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de entrada en vigor de dicho real decreto que utilicen el salario mínimo interprofesional como 
referencia para determinar la cuantía o el incremento del salario base o de complementos salariales. 
 
2. En los supuestos a que se refiere el apartado anterior, salvo que las partes legitimadas acuerden 
otras cosa, la cuantía del salario mínimo interprofesional se entenderá referida durante 2019 a: 
 
a) Las establecidas en el Real Decreto 1171/2015, de 29 de diciembre, por el que se fija el salario 
mínimo interprofesional para 2016, incrementadas en un dos por ciento de acuerdo con el objetivo a 
medio plazo de inflación del Banco Central Europeo en los convenios colectivos vigentes a 1 de enero 
de 2017. 
 
b) Las establecidas en el Real Decreto 742/2016, de 30 de diciembre, por el que se fija el salario 
mínimo interprofesional para 2017 incrementadas en un dos por ciento, de acuerdo con el objetivo a 
medio plazo de inflación del Banco Central Europeo en los convenios colectivos que entraron en vigor 
después del 1 de enero de 2017 y que continuaban vigentes a 26 de diciembre del 2017. 
 
c) Las establecidas en el Real Decreto 1077/2017, de 29 de diciembre, por el que se fija el salario 
mínimo interprofesional para 2018 en los convenios colectivos que entraron en vigor después del 26 
de diciembre del 2017 y vigentes a la fecha de entrada en vigor del Real Decreto 1462/2018, de 21 de 
diciembre, por el que se fija el salario mínimo interprofesional para 2019. 
 
3. Lo dispuesto en los apartados anteriores se entiende sin perjuicio de que deban ser modificados 
los salarios establecidos en convenio colectivo inferiores en su conjunto y en cómputo anual a las 
cuantías del salario mínimo interprofesional que se establecen para 2019 en el Real 
Decreto 1462/2018, de 21 de diciembre, en la cuantía necesaria para asegurar la percepción de 
dichas cuantías, siendo de aplicación las reglas sobre compensación y absorción que se establecen 
en el artículo 3 de dicho real decreto. 
 
Artículo 13. Habilitación para establecer reglas de afectación del salario mínimo 
interprofesional en normas no estatales y pactos de naturaleza privada 
 
1. Se considerarán habilitadas legalmente las reglas de afectación establecidas en el real decreto que 
fije anualmente el salario mínimo interprofesional en relación con el incremento de su cuantía a las 
normas no estatales y contratos y pactos de naturaleza privada vigentes a su entrada en vigor. 
 
2. Lo dispuesto en el apartado anterior se entiende sin perjuicio de que deban ser modificados los 
salarios establecidos en contratos o pactos de naturaleza privada inferiores en su conjunto y en 
cómputo anual a las cuantías del salario mínimo interprofesional vigente en cada momento en la 
cuantía necesaria para asegurar la percepción de dichas cuantías, siendo de aplicación las reglas 
sobre compensación y absorción que se establecen en los reales decretos por los que anualmente se 
fija el salario mínimo. 
 

DISPOSICIONES ADICIONALES 
 
(…) 
 
Disposición adicional tercera. Suspensión del sistema de reducción de las cotizaciones por 
contingencias profesionales por disminución de la siniestralidad laboral 
 
Se suspende la aplicación del sistema de reducción de las cotizaciones por contingencias 
profesionales a las empresas que hayan disminuido de manera considerable la siniestralidad laboral, 
prevista en el Real Decreto 231/2017, de 10 de marzo, para las cotizaciones que se generen durante 
el año 2019. Esta suspensión se extenderá hasta que el Gobierno proceda a la reforma del citado real 
decreto, que deberá producirse a lo largo del año 2019. 
 
(...) 
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Disposición adicional quinta. Seguridad Social de las personas que desarrollan programas de 
formación y prácticas no laborales y académicas 
 
1. La realización de prácticas formativas en empresas, instituciones o entidades incluidas en 
programas de formación, la realización de prácticas no laborales en empresas y la realización de 
prácticas académicas externas al amparo de la respectiva regulación legal y reglamentaria, 
determinará la inclusión en el sistema de la Seguridad Social de las personas que realicen las 
prácticas indicadas, aunque no tengan carácter remunerado. 
 
Las prácticas a que se refiere el párrafo anterior comprenden las realizadas tanto por alumnos 
universitarios de titulaciones oficiales de grado y máster como por alumnos de formación profesional 
de grado medio o superior. 
 
2. Las personas indicadas en el apartado 1 quedarán comprendidas en el Régimen General de la 
Seguridad Social, como asimiladas a trabajadores por cuenta ajena, con exclusión de la protección 
por desempleo, salvo que la práctica o formación se realice a bordo de embarcaciones, en cuyo caso 
la inclusión se producirá en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores del Mar. 
 
3. El cumplimiento de las obligaciones en materia de Seguridad Social corresponderá: 
 
a) En el caso de prácticas y programas formativos remunerados, a quien corresponda de acuerdo con 
la normativa aplicable en cada caso. 
 
b) En el caso de prácticas y programas formativos no remunerados, a la empresa, institución o 
entidad en la que se desarrollen aquellos, salvo que en el convenio o acuerdo de cooperación que, en 
su caso, se suscriba para su realización se disponga que tales obligaciones corresponderán al centro 
educativo en el que los alumnos cursen sus estudios. 
 
4. La cotización a la Seguridad Social se efectuará, en todo caso, aplicando las reglas de cotización 
correspondientes a los contratos para la formación y el aprendizaje, sin que exista obligación de 
cotizar por las contingencias de desempleo, ni al Fondo de Garantía Salarial ni por formación 
profesional. 
 
5. Lo previsto en esta disposición resultará de aplicación a las personas cuya participación en 
programas de formación o realización de prácticas no laborales y académicas, de carácter no 
remunerado, comience a partir del día primero del mes siguiente al de la entrada en vigor de la norma 
reglamentaria de desarrollo a que se refiere el apartado siguiente. 
 
6. El Gobierno, en el plazo de tres meses a partir de la entrada en vigor de este real decreto-ley, 
procederá a desarrollar lo previsto en esta disposición y a adecuar a la misma las normas 
reglamentarias sobre la materia. 
 
7. Las personas a las que hace referencia la presente disposición que, con anterioridad a su fecha de 
entrada en vigor, se hubieran encontrado en la situación indicada en el misma, podrán suscribir un 
convenio especial, por una única vez, en el plazo, términos y condiciones que determine el Ministerio 
de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social, que les posibilite el cómputo de la cotización por los 
periodos de formación realizados antes de la fecha de entrada en vigor, hasta un máximo de dos 
años. 
 
Disposición adicional sexta. Especialidades en materia de cotización en relación con el 
anticipo de la edad de jubilación de los miembros del Cuerpo de la Ertzaintza 
 
En relación con los miembros del Cuerpo de la Ertzaintza a que se refiere la disposición adicional 
vigésima del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, procederá aplicar un tipo de 
cotización adicional sobre la base de cotización por contingencias comunes, tanto para la empresa 
como para el trabajador. 
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A partir del 1 de enero de 2019, el tipo de cotización adicional a que se refiere el párrafo anterior será 
del 9,90 por ciento, del que el 8,26 por ciento será a cargo de la empresa y el 1,64 por ciento a cargo 
del trabajador. 
 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
 
(...) 
 
Disposición transitoria cuarta. Reglas tras la extinción de la colaboración voluntaria de las 
empresas en la gestión de la Seguridad Social 
 
1. Las empresas que, a 31 de diciembre de 2018, estuvieran acogidas a la modalidad de colaboración 
regulada en el artículo 102.1.b) del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, cesarán 
en dicha colaboración con efectos de 31 de marzo de 2019, debiendo proceder, en el plazo de los 3 
meses siguientes al cese, a efectuar la liquidación de las operaciones relativas a la colaboración, de 
conformidad con lo establecido en los artículos 14 y 15 quater de la Orden de 25 de noviembre 
de 1966, por la que se regula la colaboración de las empresas en el Régimen General de la 
Seguridad Social. 
 
No obstante lo señalado en el párrafo anterior, respecto de los procesos de incapacidad temporal 
derivados de enfermedad común y accidente no laboral que se hallen en curso a la fecha de cese, la 
responsabilidad del pago del subsidio derivado de los mismos seguirá correspondiendo a la empresa 
colaboradora hasta la fecha de extinción de la incapacidad temporal o, en su caso, de la prolongación 
de sus efectos económicos, sin que, en tales supuestos, pueda la empresa compensarse en las 
correspondientes liquidaciones de las cotizaciones a la Seguridad Social. 
 
2. Las empresas que cesen en la modalidad de colaboración prevista en el artículo 102.1.b) del texto 
refundido de la Ley General de la Seguridad Social, en los términos establecidos en el primer párrafo 
del apartado anterior, podrán optar por formalizar la protección de la prestación económica por 
incapacidad temporal derivada de enfermedad común y accidente no laboral con una mutua 
colaboradora con la Seguridad Social, de conformidad con lo establecido en el artículo 83.1.a), 
párrafos segundo y tercero de dicha norma legal, debiendo ejercitar dicha opción antes del 1 de abril 
de 2019. 
 
Disposición transitoria quinta. Protección por desempleo en el caso de determinados 
contratos para la formación y el aprendizaje 
 
La cobertura de la contingencia de desempleo en los contratos para la formación y el aprendizaje 
suscritos con alumnos trabajadores en los programas públicos de empleo y formación, incluyendo los 
programas de escuelas taller, casas de oficios y talleres de empleo, será de aplicación a los contratos 
que se suscriban a partir de la fecha de entrada en vigor de este real decreto-ley. 
 
A estos efectos, los contratos vigentes a la fecha de entrada en vigor de esta norma, así como sus 
prórrogas, se regirán a estos efectos por la normativa a cuyo amparo se concertaron los contratos 
iniciales. 
 
(…) 
 

DISPOSICIONES DEROGATORIAS 

 
Disposición derogatoria única. Derogación normativa 
 
1. Quedan derogadas cuantas disposiciones, de igual o inferior rango, se opongan a lo dispuesto en 
el presente real decreto-ley. 
 
2. Quedan derogados expresamente: 
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a) El artículo 4 y la disposición transitoria novena de la Ley 3/2012, de 6 de julio, de medidas urgentes 
para la reforma del mercado laboral. 
 
b) Los artículos 9, 10, 11, 12 y 13, la disposición adicional novena y la disposición transitoria primera 
de la Ley 11/2013, de 26 de julio, de medidas de apoyo al emprendedor y de estímulo del crecimiento 
y de la creación de empleo. 
 
c) El apartado 2 de la disposición adicional segunda, el apartado 1 de la disposición transitoria 
segunda y la disposición transitoria novena del texto refundido de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre. 
 
d) El apartado 7 de la disposición adicional vigésima séptima del texto refundido de la Ley General de 
la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre. 
 
e) La disposición adicional centésima vigésima y la disposición adicional centésima vigésima primera 
de la Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2018, sin perjuicio 
de lo previsto en la disposición transitoria novena de este real decreto-ley. 

 
DISPOSICIONES FINALES 

 
(…) 
 
Disposición final quinta. Modificación de la Ley 42/2006, de 28 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para 2007. 
 
Con efectos de 1 de enero de 2019 y vigencia indefinida, se modifica la disposición adicional cuarta 
de la Ley 42/2006, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 2007, que queda 
redactada como sigue: 
 
«Uno. La cotización a la Seguridad Social de los empresarios, cualquiera que sea el régimen de 
encuadramiento, y, en su caso, de los trabajadores por cuenta propia incluidos en el Régimen 
Especial de Trabajadores del Mar y en el Sistema Especial para Trabajadores por Cuenta Propia 
Agrarios, establecido en el Régimen Especial de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, 
por las contingencias de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales se llevará a cabo, a 
partir del 1 de enero de 2019, en función de la correspondiente actividad económica, ocupación o 
situación, mediante la aplicación de la siguiente tarifa: 
 

TARIFA PARA LA COTIZACIÓN POR ACCIDENTES DE TRABAJO Y ENFERMEDADES 
PROFESIONALES 

 

Cuadro I 
Tipos de 
cotización 

Códigos CNAE-2009 y título de la actividad económica IT IMS Total 

01 Agricultura, ganadería, caza y servicios relacionados con las mismas Excepto: 1,50 1,10 2,60 

0113 Cultivo de hortalizas, raíces y tubérculos. 1,00 1,00 2,00 

0119 Otros cultivos no perennes. 1,00 1,00 2,00 

0129 Otros cultivos perennes. 2,25 2,90 5,15 

0130 Propagación de plantas. 1,15 1,10 2,25 

014 Producción ganadera (Excepto el 0147). 1,80 1,50 3,30 

0147 Avicultura. 1,25 1,15 2,40 

015 Producción agrícola combinada con la producción ganadera. 1,60 1,20 2,80 

016 
Actividades de apoyo a la agricultura, a la ganadería y de preparación posterior a la 
cosecha (Excepto 0164). 

1,60 1,20 2,80 

0164 Tratamiento de semillas para reproducción. 1,15 1,10 2,25 
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Cuadro I 
Tipos de 
cotización 

Códigos CNAE-2009 y título de la actividad económica IT IMS Total 

017 Caza, captura de animales y servicios relacionados con las mismas. 1,80 1,50 3,30 

02 Silvicultura y explotación forestal. 2,25 2,90 5,15 

03 Pesca y acuicultura (Excepto v, w y 0322). 3,05 3,35 6,40 

v Grupo segundo de cotización del Régimen especial del Mar. 2,10 2,00 4,10 

w Grupo tercero de cotización del Régimen especial del Mar. 1,65 1,70 3,35 

0322 Acuicultura en agua dulce. 3,05 3,20 6,25 

05 Extracción de antracita, hulla y lignito (Excepto y). 2,30 2,90 5,20 

y Trabajos habituales en interior de minas. 3,45 3,70 7,15 

06 Extracción de crudo de petróleo y gas natural. 2,30 2,90 5,20 

07 Extracción de minerales metálicos. 2,30 2,90 5,20 

08 Otras industrias extractivas (Excepto 0811). 2,30 2,90 5,20 

0811 
Extracción de piedra ornamental y para la construcción, piedra caliza, yeso, creta y 
pizarra. 

3,45 3,70 7,15 

09 Actividades de apoyo a las industrias extractivas. 2,30 2,90 5,20 

10 Industria de la alimentación (Excepto 101,102,106, 107 y 108). 1,60 1,60 3,20 

101 Procesado y conservación de carne y elaboración de productos cárnicos. 2,00 1,90 3,90 

102 Procesado y conservación de pescados, crustáceos y moluscos. 1,80 1,50 3,30 

106 Fabricación de productos de molinería, almidones y productos amiláceos. 1,70 1,60 3,30 

107 Fabricación de productos de panadería y pastas alimenticias. 1,05 0,90 1,95 

108 Fabricación de otros productos alimenticios. 1,05 0,90 1,95 

11 Fabricación de bebidas. 1,60 1,60 3,20 

12 Industria del tabaco. 1,00 0,80 1,80 

13 Industria textil (Excepto 1391). 1,00 0,85 1,85 

1391 Fabricación de tejidos de punto. 0,80 0,70 1,50 

14 Confección de prendas de vestir (Excepto 1411, 1420 y 143). 0,80 0,70 1,50 

1411 Confección de prendas de vestir de cuero. 1,50 1,10 2,60 

1420 Fabricación de artículos de peletería. 1,50 1,10 2,60 

143 Confección de prendas de vestir de punto. 0,80 0,70 1,50 

15 Industria del cuero y del calzado. 1,50 1,10 2,60 

16 
Industria de la madera y del corcho, excepto muebles; cestería y espartería 
(Excepto 1624 y 1629). 

2,25 2,90 5,15 

1624 Fabricación de envases y embalajes de madera. 2,10 2,00 4,10 

1629 
Fabricación de otros productos de madera; artículos de corcho, cestería y 
espartería. 

2,10 2,00 4,10 

17 Industria del papel (Excepto 171). 1,00 1,05 2,05 

171 Fabricación de pasta papelera, papel y cartón. 2,00 1,50 3,50 

18 Artes gráficas y reproducción de soportes grabados. 1,00 1,00 2,00 

19 Coquerías y refino de petróleo. 1,45 1,90 3,35 

20 Industria química (Excepto 204 y 206) . 1,60 1,40 3,00 

204 
Fabricación de jabones, detergentes y otros artículos de limpieza y abrillantamiento; 
fabricación de perfumes y cosméticos. 

1,50 1,20 2,70 
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Cuadro I 
Tipos de 
cotización 

Códigos CNAE-2009 y título de la actividad económica IT IMS Total 

206 Fabricación de fibras artificiales y sintéticas. 1,50 1,20 2,70 

21 Fabricación de productos farmacéuticos. 1,30 1,10 2,40 

22 Fabricación de productos de caucho y plástico. 1,75 1,25 3,00 

23 
Fabricación de otros productos minerales no metálicos (Excepto 231, 232, 2331, 
234 y 237). 

2,10 2,00 4,10 

231 Fabricación de vidrio y productos de vidrio. 1,60 1,50 3,10 

232 Fabricación de productos cerámicos refractarios. 1,60 1,50 3,10 

2331 Fabricación de azulejos y baldosas de cerámica. 1,60 1,50 3,10 

234 Fabricación de otros productos cerámicos. 1,60 1,50 3,10 

237 Corte, tallado y acabado de la piedra. 2,75 3,35 6,10 

24 Metalurgia; fabricación de productos de hierro, acero y ferroaleaciones. 2,00 1,85 3,85 

25 Fabricación de productos metálicos, excepto maquinaria y equipo. 2,00 1,85 3,85 

26 Fabricación de productos informáticos, electrónicos y ópticos. 1,50 1,10 2,60 

27 Fabricación de material y equipo eléctrico. 1,60 1,20 2,80 

28 Fabricación de maquinaria y equipo n.c.o.p. 2,00 1,85 3,85 

29 Fabricación de vehículos de motor, remolques y semirremolques . 1,60 1,20 2,80 

30 Fabricación de otro material de transporte (Excepto 3091 y 3092). 2,00 1,85 3,85 

3091 Fabricación de motocicletas. 1,60 1,20 2,80 

3092 Fabricación de bicicletas y de vehículos para personas con discapacidad. 1,60 1,20 2,80 

31 Fabricación de muebles. 2,00 1,85 3,85 

32 Otra industria manufacturera (Excepto 321, 322). 1,60 1,20 2,80 

321 Fabricación de artículos de joyería y artículos similares. 1,00 0,85 1,85 

322 Fabricación de instrumentos musicales. 1,00 0,85 1,85 

33 Reparación e instalación de maquinaria y equipo (Excepto 3313 y 3314). 2,00 1,85 3,85 

3313 Reparación de equipos electrónicos y ópticos. 1,50 1,10 2,60 

3314 Reparación de equipos eléctricos. 1,60 1,20 2,80 

35 Suministro de energía eléctrica, gas, vapor y aire acondicionado. 1,80 1,50 3,30 

36 Captación, depuración y distribución de agua. 2,10 1,60 3,70 

37 Recogida y tratamiento de aguas residuales. 2,10 1,60 3,70 

38 Recogida, tratamiento y eliminación de residuos; valorización . 2,10 1,60 3,70 

39 Actividades de descontaminación y otros servicios de gestión de residuos. 2,10 1,60 3,70 

41 Construcción de edificios (Excepto 411). 3,35 3,35 6,70 

411 Promoción inmobiliaria. 0,85 0,80 1,65 

42 Ingeniería civil. 3,35 3,35 6,70 

43 Actividades de construcción especializada. 3,35 3,35 6,70 

45 Venta y reparación de vehículos de motor y motocicletas (Excepto 452 y 454). 1,00 1,05 2,05 

452 Mantenimiento y reparación de vehículos de motor. 2,45 2,00 4,45 

454 Venta, mantenimiento y reparación de motocicletas y de sus repuestos y accesorios. 1,70 1,20 2,90 

46 
Comercio al por mayor e intermediarios del comercio, excepto de vehículos de 
motor y motocicletas. Excepto: 

1,40 1,20 2,60 
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Cuadro I 
Tipos de 
cotización 

Códigos CNAE-2009 y título de la actividad económica IT IMS Total 

4623 Comercio al por mayor de animales vivos. 1,80 1,50 3,30 

4624 Comercio al por mayor de cueros y pieles. 1,80 1,50 3,30 

4632 Comercio al por mayor de carne y productos cárnicos. 1,80 1,50 3,30 

4638 Comercio al por mayor de pescados, mariscos y otros productos alimenticios. 1,60 1,40 3,00 

4672 Comercio al por mayor de metales y minerales metálicos. 1,80 1,50 3,30 

4673 Comercio al por mayor de madera, materiales de construcción y aparatos sanitarios. 1,80 1,50 3,30 

4674 Comercio al por mayor de ferretería, fontanería y calefacción. 1,80 1,55 3,35 

4677 Comercio al por mayor de chatarra y productos de desecho. 1,80 1,55 3,35 

4690 Comercio al por mayor no especializado. 1,80 1,55 3,35 

47 
Comercio al por menor, excepto de vehículos de motor y motocicletas 
(Excepto 473). 

0,95 0,70 1,65 

473 
Comercio al por menor de combustible para la automoción en establecimientos 
especializados. 

1,00 0,85 1,85 

49 Transporte terrestre y por tubería (Excepto 494). 1,80 1,50 3,30 

494 Transporte de mercancías por carretera y servicios de mudanza. 2,00 1,70 3,70 

50 Transporte marítimo y por vías navegables interiores . 2,00 1,85 3,85 

51 Transporte aéreo. 1,90 1,70 3,60 

52 Almacenamiento y actividades anexas al transporte (Excepto x, 5221). 1,80 1,50 3,30 

x Carga y descarga; estiba y desestiba. 3,35 3,35 6,70 

5221 Actividades anexas al transporte terrestre. 1,00 1,10 2,10 

53 Actividades postales y de correos. 1,00 0,75 1,75 

55 Servicios de alojamiento. 0,80 0,70 1,50 

56 Servicios de comidas y bebidas. 0,80 0,70 1,50 

58 Edición. 0,65 1,00 1,65 

59 
Actividades cinematográficas, de vídeo y de programas de televisión, grabación de 
sonido y edición musical. 

0,80 0,70 1,50 

60 Actividades de programación y emisión de radio y televisión. 0,80 0,70 1,50 

61 Telecomunicaciones. 0,80 0,70 1,50 

62 Programación, consultoría y otras actividades relacionadas con la informática. 0,80 0,70 1,50 

63 Servicios de información (Excepto 6391). 0,65 1,00 1,65 

6391 Actividades de las agencias de noticias. 0,80 0,70 1,50 

64 Servicios financieros, excepto seguros y fondos de pensiones. 0,80 0,70 1,50 

65 Seguros, reaseguros y fondos de pensiones, excepto Seguridad Social obligatoria. 0,80 0,70 1,50 

66 Actividades auxiliares a los servicios financieros y a los seguros. 0,80 0,70 1,50 

68 Actividades inmobiliarias. 0,65 1,00 1,65 

69 Actividades jurídicas y de contabilidad. 0,80 0,70 1,50 

70 
Actividades de las sedes centrales; actividades de consultoría de gestión 
empresarial. 

0,80 0,70 1,50 

71 Servicios técnicos de arquitectura e ingeniería; ensayos y análisis técnicos. 0,65 1,00 1,65 

72 Investigación y desarrollo. 0,80 0,70 1,50 

73 Publicidad y estudios de mercado. 0,90 0,80 1,70 
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Cuadro I 
Tipos de 
cotización 

Códigos CNAE-2009 y título de la actividad económica IT IMS Total 

74 Otras actividades profesionales, científicas y técnicas (Excepto 742). 0,90 0,85 1,75 

742 Actividades de fotografía. 0,80 0,70 1,50 

75 Actividades veterinarias. 1,50 1,10 2,60 

77 Actividades de alquiler. 1,00 1,00 2,00 

78 Actividades relacionadas con el empleo (Excepto x, 781). 1,55 1,20 2,75 

X Carga y descarga: estiba y desestiba. 3,35 3,35 6,70 

781 Actividades de las agencias de colocación. 0,95 1,00 1,95 

79 
Actividades de las agencias de viajes, operadores turísticos, servicios de reservas y 
actividades relacionadas con los mismos. 

0,80 0,70 1,50 

80 Actividades de seguridad e investigación. 1,40 2,20 3,60 

81 Servicios a edificios y actividades de jardinería (Excepto 811). 2,10 1,50 3,60 

811 Servicios integrales a edificios e instalaciones. 1,00 0,85 1,85 

82 
Actividades administrativas de oficina y otras actividades auxiliares a las empresas 
(Excepto 8220 y 8292). 

1,00 1,05 2,05 

8220 Actividades de los centros de llamadas. 0,80 0,70 1,50 

8292 Actividades de envasado y empaquetado. 1,80 1,50 3,30 

84 Administración Pública y defensa; Seguridad Social obligatoria (Excepto 842). 0,65 1,00 1,65 

842 Prestación de servicios a la comunidad en general. 1,40 2,20 3,60 

85 Educación. 0,80 0,70 1,50 

86 Actividades sanitarias (Excepto 869). 0,80 0,70 1,50 

869 Otras actividades sanitarias. 0,95 0,80 1,75 

87 Asistencia en establecimientos residenciales. 0,80 0,70 1,50 

88 Actividades de servicios sociales sin alojamiento. 0,80 0,70 1,50 

90 Actividades de creación, artísticas y espectáculos. 0,80 0,70 1,50 

91 
Actividades de bibliotecas, archivos, museos y otras actividades culturales. 
(Excepto 9104). 

0,80 0,70 1,50 

9104 Actividades de los jardines botánicos, parques zoológicos y reservas naturales. 1,75 1,20 2,95 

92 Actividades de juegos de azar y apuestas. 0,80 0,70 1,50 

93 Actividades deportivas, recreativas y de entretenimiento (Excepto u). 1,70 1,30 3,00 

u Espectáculos taurinos. 2,85 3,35 6,20 

94 Actividades asociativas. 0,65 1,00 1,65 

95 
Reparación de ordenadores, efectos personales y artículos de uso doméstico 
(Excepto 9524). 

1,50 1,10 2,60 

9524 Reparación de muebles y artículos de menaje. 2,00 1,85 3,85 

96 Otros servicios personales (Excepto 9602, 9603 y 9609). 0,85 0,70 1,55 

9602 Peluquería y otros tratamientos de belleza. 0,80 0,70 1,50 

9603 Pompas fúnebres y actividades relacionadas. 1,80 1,50 3,30 

9609 Otros servicios personales n.c.o.p. 1,50 1,10 2,60 

97 Actividades de los hogares como empleadores de personal doméstico. 0,80 0,70 1,50 

99 Actividades de organizaciones y organismos extraterritoriales. 1,20 1,15 2,35 
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Cuadro II 
Tipos de 
cotización 

Tipos aplicables a ocupaciones y situaciones en todas las actividades IT IMS Total 

a Personal en trabajos exclusivos de oficina. 0,80 0,70 1,50 

b Representantes de Comercio. 1,00 1,00 2,00 

d 
Personal de oficios en instalaciones y reparaciones en edificios, obras y trabajos de 
construcción en general. 

3,35 3,35 6,70 

f 
Conductores de vehículo automóvil de transporte de mercancías que tenga una 
capacidad de carga útil superior a 3,5 Tm. 

3,35 3,35 6,70 

g 
Personal de limpieza en general. Limpieza de edificios y de todo tipo de 
establecimientos. Limpieza de calles. 

2,10 1,50 3,60 

h Vigilantes, guardas, guardas jurados y personal de seguridad. 1,40 2,20 3,60 

 
Dos. En orden a la aplicación de lo establecido en el apartado Uno anterior se tendrán en cuenta las 
siguientes reglas: 
 
Primera. En los períodos de baja por incapacidad temporal y otras situaciones con suspensión de la 
relación laboral con obligación de cotización, continuará siendo de aplicación el tipo de cotización 
correspondiente a la respectiva actividad económica u ocupación. 
 
Segunda. Para la determinación del tipo de cotización aplicable en función a lo establecido en la tarifa 
contenida en esta disposición se tomará como referencia lo previsto en su Cuadro I para identificar el 
tipo asignado en el mismo en razón de la actividad económica principal desarrollada por la empresa o 
por el trabajador por cuenta propia incluido en el Régimen Especial de Trabajadores del Mar o en el 
Sistema Especial para Trabajadores por Cuenta Propia Agrarios, establecido en el Régimen Especial 
de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, conforme a la Clasificación Nacional de 
Actividades Económicas (CNAE-2009), aprobada por Real Decreto 475/2007, de 13 de abril, y a los 
códigos que en la misma se contienen en relación con cada actividad. 
 
Cuando en una empresa concurran, junto con la actividad principal, otra u otras que deban ser 
consideradas auxiliares respecto de aquélla, el tipo de cotización será el establecido para dicha 
actividad principal. Cuando la actividad principal de la empresa concurra con otra que implique la 
producción de bienes o servicios que no se integren en el proceso productivo de la primera, 
disponiendo de medios de producción diferentes, el tipo de cotización aplicable con respecto a los 
trabajadores ocupados en éste será el previsto para la actividad económica en que la misma quede 
encuadrada. 
 
Cuando los trabajadores por cuenta propia realicen varias actividades que den lugar a una única 
inclusión en el Régimen Especial de Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, el tipo de 
cotización aplicable será el más elevado de los establecidos para las actividades que lleve a cabo el 
trabajador. 
 
Tercera. No obstante lo indicado en la regla anterior, cuando la ocupación desempeñada por el 
trabajador por cuenta ajena se corresponda con alguna de las enumeradas en el Cuadro II, el tipo de 
cotización aplicable será el previsto en dicho cuadro para la ocupación de que se trate, en tanto que 
el tipo correspondiente a tal ocupación difiera del que corresponda en razón de la actividad de la 
empresa. 
 
A los efectos de la determinación del tipo de cotización aplicable a las ocupaciones referidas en la 
letra «a» del Cuadro II, se considerará «personal en trabajos exclusivos de oficina» a los trabajadores 
por cuenta ajena que, sin estar sometidos a los riesgos de la actividad económica de la empresa, 
desarrollen su ocupación exclusivamente en la realización de trabajos propios de oficina aun cuando 
los mismos se correspondan con la actividad de la empresa, y siempre que tales trabajos se 
desarrollen únicamente en los lugares destinados a oficinas de la empresa. 
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Tres. La determinación del tipo de cotización aplicable será efectuada, en los términos que 
reglamentariamente se establezca, por la Tesorería General de la Seguridad Social en función de la 
actividad económica declarada por la empresa o por el trabajador por cuenta propia o, en su caso, 
por las ocupaciones o situaciones de los trabajadores, con independencia de que, para la 
formalización de la protección frente a las contingencias profesionales, se hubiera optado en favor de 
una entidad gestora de la Seguridad Social o de una entidad colaboradora de la misma. 
 
Cuatro. El Gobierno procederá al correspondiente ajuste anual de los tipos de cotización incluidos en 
la tarifa recogida en la presente disposición, así como a la adaptación de las actividades económicas 
a las nuevas clasificaciones CNAE que se aprueben y a la supresión progresiva de las ocupaciones 
que se enumeran en la clasificación contenida en la referida tarifa.» 
 
(…) 
 
Disposición final novena. Título competencial 
 
Este real decreto-ley se dicta al amparo de los artículos 149.1.7.ª, 149.1.17.ª y 149.1.18.ª de la 
Constitución, que atribuyen al Estado competencias en materia de legislación laboral; de legislación 
básica y régimen económico de la Seguridad Social, y sobre las bases del régimen jurídico de las 
Administraciones públicas y del régimen estatutario de los funcionarios, respectivamente. 
 
Disposición final décima. Habilitación normativa 
 
Se habilita al Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo y 
ejecución del presente real decreto-ley. 
 
Disposición final undécima. Entrada en vigor 
 
El presente real decreto-ley entrará en vigor el 1 de enero de 2019. 
 
(...) 
 
 


